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Recomendaciones
 





Por definir (mayo)

Recomendación 103/99
 

Síntesis: El 16 de agosto de 1999 este Organismo Nacional recibió el escrito de queja del señor 
Eduardo Florentino Ramírez Villalón, en el cual refiere que el 17 de octubre de 1996 solicitó a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán la expedición de una carta de no ante­
cedentes penales, realizando el pago de derechos correspondiente en la Tesorería General de esa 
entidad sin recibir el mencionado documento; posteriormente lo solicitó el 14 de noviembre de 1997 
y el 14 de julio de 1999, pero fue hasta el 6 de agosto del último año mencionado cuando le entrega­
ron la carta de no antecedentes penales solicitada. En dicha carta se hizo constar de manera inde­
bida que la averiguación previa 297/98/V estaba en trámite y que en ella figuraba como presunto 
implicado en el delito de homicidio. 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y de las evidencias aportadas tanto por el quejoso como 
por la autoridad, así como de las documentales que integran el expediente 99/3532, se concluye que 
se acreditaron actos y omisiones atribuibles a servidores públicos de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Michoacán, consistentes en la transgresión de lo dispuesto por los artículos 
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 44 de la Ley de Responsabilida­
des de los Servidores Públicos del Estado de Michoacán, en virtud de la manifiesta tardanza en que 
incurrieron en la expedición del documento solicitado y por la falta de veracidad de su contenido, 
ya que existen constancias en la indagatoria anteriormente mencionada, misma que fue consignada 
al Juez Segundo de lo Penal de Morelia, de las que se desprende que el 26 de julio de 1996 fue nega­
da la orden de aprehensión en contra del señor Eduardo Florentino Ramírez Villalón, siendo con­
firmada esta decisión jurisdiccional por la Tercera Sala Penal del Supremo Tribunal de esa entidad. 
Con base en lo anterior, esta Comisión Nacional considera que se violentaron los Derechos Humanos 
del señor Eduardo Florentino Ramírez Villalón, por lo que el 4 de noviembre de 1999 emitió la 
Recomendación 103/99, dirigida al Gobernador del estado de Michoacán para que instruya a quien 
corresponda a efecto de que se inicie un procedimiento administrativo de investigación a fin de deter­
minar la responsabilidad administrativa en que incurrieron los servidores públicos que omitieron 
atender oportunamente al quejoso y tomar las medidas necesarias que permitan distinguir con cla­
ridad lo que son los antecedentes administrativos y lo que son los antecedentes penales, así como 
organizar la actualización de los mismos y, de ser necesario, hacer las propuestas de reformas lega­
les procedentes. 
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Gaceta de la CNDH 

Caso del señor Eduardo 
Florentino Ramírez Villalón 

México, D.F., 4 de noviembre de 1999 

Lic. Víctor Manuel Tinoco Rubí, 
Gobernador del estado de Michoacán, 
Morelia, Mich. 

Muy distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., 
fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracción 
IV; 44; 46, y 60, de la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, ha examinado los elemen­
tos contenidos en el expediente 99/3532, relacio­
nados con el caso del señor Eduardo Florentino 
Ramírez Villalón, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 16 de agosto de 1999 en este Organismo Na­
cional se recibió el escrito de queja presentado por 
el señor Eduardo Florentino Ramírez Villalón, 
en el que relató hechos presuntamente consti­
tutivos de violaciones a sus Derechos Humanos, co­
metidos por servidores públicos de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Michoacán. 

El quejoso manifestó que el 17 de octubre de 
1996 solicitó a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Michoacán la expedición de una 
carta de no antecedentes penales, realizando el 
pago correspondiente en la Tesorería General de 
esa entidad. Sin embargo, aun cuando reiteró di­
cha solicitud el 14 de noviembre de 1997 y el 
14 de julio de 1999, fue hasta el 6 de agosto del año 
en curso que le entregaron dicho documento. 

Agregó que en el certificado que le entrega­
ron se hizo constar indebidamente que estaba en 
trámite la averiguación previa 297/98/V por el 
delito de homicidio, ya que dicha indagatoria 
fue consignada al Juzgado Segundo de lo Penal 
del Distrito Judicial de Morelia, Michoacán, y 
el 26 de julio de 1996 el juez del conocimiento 
negó la orden de aprehensión solicitada en su 
contra, siendo confirmada esta resolución por la 
Tercera Sala Penal del Supremo Tribunal de Jus­
ticia de esta entidad el 3 de septiembre del año 
mencionado, quedando exonerado de toda res­
ponsabilidad. Por lo que debido a la tardanza en 
la expedición del certificado y el contenido del 
mismo, solicitó la intervención de esta Comisión 
Nacional, anexando a su escrito de queja copias 
de la siguiente documentación. 

i) El recibo número B6951962, del 17 de octubre 
de 1996, en el que se hace constar el pago reali­
zado a la Tesorería del Gobierno del Estado de 
Michoacán por la expedición del certificado que 
solicitó. 

ii) El recibo número 775486, del 14 de noviem­
bre de 1997, del que se desprende el pago realiza­
do a la Tesorería del Gobierno del Estado de Mi­
choacán. 

iii) El recibo número 2659304, del 14 de julio 
de 1999. 

iv) El certificado del 5 de agosto de 1999, en el que 
el señor José Luis Miranda Quiroz, jefe del De­
partamento de Archivo y Oficialía de Partes de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Michoacán, señaló que la averiguación pre­
via 297/96/V, iniciada en la Agencia Quinta del 
Ministerio Público del Distrito Judicial de Mo­
relia, por el delito de homicidio cometido en agra­
vio de Enrique Ramírez Miguel, se encontraba 
“actualmente en trámite”. 

8 



 

Recomendaciones 

v)La sentencia dictada el 3 de septiembre de 
1996 en el toca penal 398/96, iniciado con mo­
tivo de la apelación interpuesta en contra del 
auto que negó decretar la orden de aprehensión 
y detención del señor Eduardo Florentino Ra­
mírez Villalón en el proceso penal 263/96, con­
firmando el auto combatido, toda vez que no se 
acreditó la probable responsabilidad del mismo 
en la privación de la vida de su progenitor, señor 
Enrique Ramírez Miguel. 

B. Con fundamento en el artículo 60 de la Ley 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
y tomando en consideración las razones expues­
tas por el quejoso, así como la trascendencia que 
pudiera revestir el caso en la opinión pública lo­
cal, e 19 de agosto de 1999 se dictó un acuerdo de 
atracción para conocer del asunto. 

C. Con objeto de atender la queja de mérito este 
Organismo Nacional realizó las siguientes ges­
tiones. 

i) Mediante el oficio V2/25426, del 19 de agosto de 
1999, se solicitó al licenciado Víctor Manuel Tino­
co Rubí, Gobernador del estado de Michoacán, un 
informe respecto de los hechos constitutivos de la 
queja, en el que se incluyera el motivo y el funda­
mento legal de la actuación descrita, así como el 
motivo por el cual la jefatura del Departamento de 
Archivo y Oficialía de Partes de la Procuraduría 
General de Justicia de esa entidad federativa no 
proporcionó la información actualizada sobre la 
situación jurídica de las personas. 

ii) Por medio del oficio V2/28007, del 7 de sep­
tiembre de 1999, se reiteró al licenciado Víctor 
Manuel Tinoco Rubí la solicitud de informa­
ción hecha con anterioridad. 

En respuesta se recibió el oficio 265/99, del 8 
de septiembre de 1999, mediante el cual el doctor 

Crescencio Jiménez Núñez, Subsecretario de 
Asuntos Jurídicos y Agrarios de la Secretaría 
de Gobierno del estado de Michoacán, informó: 

[...] al quejoso Eduardo Florentino Ramírez 
Villalón le fue obsequiado, atendiendo a su pe­
tición en tiempo y forma, por conducto del jefe 
del Departamento de Archivo y Oficialía de 
Partes, un certificado de lo existente en el ar­
chivo de la Procuraduría General de Justicia del 
estado, de conformidad con su reglamento y 
con base en las constancias sobre actuaciones, 
que en el marco de sus responsabilidades y es­
tricta competencia llevó a cabo esa institución 
a través de una averiguación previa. 

En tal sentido, el ámbito de lo expedido por 
la Procuraduría Estatal es distinto en fun­
damento y competencia de lo que según es­
tablece la Ley de Ejecución de Sanciones 
Privativas y Restrictivas de Libertad del es­
tado, corresponde expedir a la Dirección de 
Prevención y Readaptación Social a través 
del Servicio de Identificación Judicial. 

Por lo anterior se concluye que se atendió la 
solicitud del quejoso consagrando en todo 
momento su derecho de petición y, por otra 
parte, la dependencia estatal se desempeñó 
en su estricta competencia y responsabilidad en 
puntual apego al principio de juridicidad. 

II. EVIDENCIAS 

Las evidencias que obran en el expediente rela­
tivo a este caso son las siguientes: 

1. El escrito de queja del señor Eduardo Florentino 
Ramírez Villalón, recibido en este Organismo Na­
cional el 16 de agosto de 1999 (hecho A), al cual 
se anexaron: 
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i) Los recibos B6951962, 775486 y 2659304, 
del 17 de octubre de 1996, 14 de noviembre 1997 
y 14 de julio de 1999, respectivamente, en los que 
se hacen constar los pagos realizados a la Teso­
rería del Gobierno del Estado de Michoacán por 
la expedición del certificado que solicitó el que­
joso (hecho A, incisos i), ii) y iii). 

ii) El certificado del 5 de agosto de 1999, en el 
que el señor José Luis Miranda Quiroz, jefe del 
Departamento de Archivo y Oficialía de Partes 
de la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Michoacán, señaló que la averiguación 
previa 297/96/V se encontraba en trámite (he­
cho A, inciso iv)). 

iii) La sentencia dictada el 3 de septiembre de 
1996 en el toca penal 398/96, que confirmó el auto 
que negó decretar la orden de aprehensión y de­
tención del señor Eduardo Florentino Ramírez 
Villalón en el proceso penal 263/96 (hecho A, 
inciso iv)). 

2. El acuerdo del 19 de agosto de 1999, en el que 
se hizo constar que este Organismo Nacional ejer­
citó la facultad de atracción para conocer del pre­
sente asunto (hecho B). 

3. El oficio V2/25426, del 19 de agosto de 1999, 
mediante el cual se solicitó al licenciado Víctor 
Manuel Tinoco Rubí, Gobernador del estado de 
Michoacán, un informe sobre los hechos consti­
tutivos de la queja (hecho B, inciso i)). 

4. El oficio V2/28007, del 7 de septiembre de 1999, 
mediante el cual se reiteró al licenciado Víctor 
Manuel Tinoco Rubí la solicitud de información 
hecha con anterioridad (hecho B, inciso ii)). 

5. El oficio 265/99, del 8 de septiembre de 1999, 
por medio del cual el doctor Crescencio Jimé­
nez Núñez, Subsecretario de Asuntos Jurídicos y 

Agrarios de la Secretaría de Gobierno del estado 
de Michoacán, envió el informe requerido (he­
cho B, inciso ii)). 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 17 de octubre de 1996 el señor Eduardo Flo­
rentino Ramírez Villalón solicitó a la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Michoacán 
una carta de no antecedentes penales, efectuan­
do el pago correspondiente. Sin embargo, al no 
recibir respuesta a su petición, el 14 de noviem­
bre de 1997 pidió nuevamente el documento a 
la Procuraduría citada, cubriendo por segunda 
ocasión el pago respectivo, y al no tener respues­
ta alguna acudió por tercera ocasión el 14 de ju­
lio de 1999, siendo hasta el 6 de agosto del último 
año citado que le entregaron dicho documento. 

En el certificado expedido al quejoso se hizo 
constar que la averiguación previa 297/98/V es­
taba en trámite por el delito de homicidio, aun 
cuando dicha indagatoria fue consignada al Juz­
gado Segundo de lo Penal del Distrito Judicial 
de Morelia, Michoacán, y el 26 de julio de 1996 el 
juez del conocimiento negó la orden de aprehen­
sión solicitada en contra del quejoso, siendo este 
auto confirmado por la Tercera Sala Penal del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Mi­
choacán, toda vez que no se acreditó la probable 
responsabilidad del señor Eduardo Florentino 
Ramírez Villalón en la privación de la vida de su 
progenitor. 

IV. OBSERVACIONES 

El análisis lógico-jurídico de los hechos y de las 
evidencias que integran el expediente 99/3532 
permite concluir que se acreditaron actos y omisio­
nes atribuibles a servidores públicos de la Pro­
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curaduría General de Justicia del Estado de Mi­
choacán, quienes violaron los Derechos Humanos 
del Señor Eduardo Florentino Ramírez Villalón, 
en atención a las siguientes consideraciones: 

a) El 17 de octubre de 1996 el señor Eduardo Flo­
rentino Ramírez Villalón solicitó a la Procura­
duría General de Justicia del Estado de Michoa­
cán la expedición de una carta de no antecedentes 
penales, realizando el pago correspondiente en la 
Tesorería General de esa entidad. Sin embargo, 
aun cuando reiteró dicha solicitud el 14 de noviem­
bre de 1997 y el 14 de julio de 1999, realizando 
nuevamente los pagos, fue hasta el 6 de agosto 
del último año mencionado cuando le entrega­
ron dicho documento. Esto es, el quejoso recibió 
el certificado después de dos años 10 meses de 
haber hecho por primera vez los trámites para 
su obtención, y después de haberlo requerido en 
dos ocasiones posteriores. 

Sobre el particular, si bien es cierto que el de­
recho de petición no se limita a la facultad de pedir 
algo a la autoridad, ya que el derecho público 
subjetivo que consagra el artículo 8o. de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos entraña el derecho de recibir respuesta, otor­
gando la facultad de exigir jurídicamente que la 
autoridad responda a la petición que se le hace 
para que realice o deje de efectuar algún acto pro­
pio de la esfera de sus atribuciones, suponiendo 
la obligación positiva de parte de los órganos es­
tatales de contestar por escrito y en breve térmi­
no al autor de la petición, también es cierto que 
se trata del sustento de gran parte de las relacio­
nes jurídicas entre los particulares y las autori­
dades, constituyendo el mecanismo por medio 
del cual se realizan diversas clases de trámites 
frente a éstas. Por ello, en el presente asunto de 
ninguna manera puede justificarse la dilación 
excesiva en que incurrieron los servidores pú­
blicos de la Procuraduría General de Justicia de 

esa entidad, quienes omitieron atender diligen­
temente al ahora agraviado e incurrieron en una 
dilación excesiva en un trámite administrativo, 
puesto que la jurisprudencia de la Suprema Cor­
te de Justicia de la Nación ha determinado que 
una petición no respondida en cuatro meses ha 
rebasado el breve término a que se refiere la Cons­
titución; y aun cuando con ello no debe enten­
derse que corresponde exactamente a cuatro me­
ses, sino a tiempo en el que racionalmente puede 
conocerse una petición, es evidente que el trámite 
hecho por el señor Eduardo Flores Ramírez 
Villalón no requería de tanto tiempo. El artícu­
lo 8o. de la Carta Magna garantiza la respuesta 
eficiente y expedita de parte de las autoridades del 
Estado a la formulación de los requerimientos 
de los gobernados, velando porque todos los fun­
cionarios y empleados públicos atiendan pronta­
mente las peticiones que les sean presentadas. 

Petición, derecho de. Concepto de breve tér­
mino. La expresión “breve término” a que se 
refiere el artículo 8o. constitucional es aquel 
en que racionalmente puede estudiarse una 
petición y acordarse. 

6a. época, tercera parte, vol. XXII, p. 72. 
A.R. 6798/58. Laboratorios Lepetit de Mé­
xico, S.A. Cinco votos. 

Vol. CVI, p. 74. A.R. 7050/65. Comité Eje­
cutivo Agrarios del poblado de Santa Ana 
Amatlán, Mpio. de Buena Vista Tonatlán, 
Mich. Cinco votos. 

Vol. CVI, p. 74. A.R. 9258/65. Fletes de Mé­
xico, S.A. de C.V. 54 votos. 

Vol. CXXIII, p. 39. A.R. 2907/67. Federa­
ción Regional de Sociedades Cooperativas de 
la Industria Pesquera Baja California, F.C.L. y 
Coag. Unanimidad de cuatro votos. 
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Evidentemente, la atención que recibió el se­
ñor Eduardo Florentino Ramírez Villalón fue 
deficiente, toda vez que las peticiones que for­
muló el 17 de octubre de 1996, el 14 de noviem­
bre de 1997 y el 14 de julio de 1999 no fueron aten­
didas dentro de los términos prudentes para dar 
respuesta a sus solicitudes, ocasionando que el 
agraviado tuviera que presentar su solicitud en 
tres ocasiones, cubriendo el importe de los dere­
chos respectivos. 

b) Por lo que se refiere al hecho de que en el cer­
tificado que le fue entregados al quejoso se hizo 
constar indebidamente que estaba en trámite la 
averiguación previa 297/98/V por el delito de ho­
micidio, ya que dicha indagatoria fue consigna­
da ante el Juzgado Segundo de lo Penal del Distri­
to Judicial de Morelia, Michoacán, y el 26 de julio 
de 1996 el juez del conocimiento negó la orden de 
aprehensión solicitada en contra del señor Eduar­
do Florentino Ramírez Villalón, siendo confirma­
da esta resolución por la Tercera Sala Penal del 
Supremo Tribunal de Justicia de esa entidad el 3 de 
septiembre del año citado, al no haberse acredita­
do la probable responsabilidad del quejoso. 

El documento que la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Michoacán emitió fue 
sin tomar en cuenta que la averiguación previa 
297/96/V se consignó el 3 de julio de 1996 ante 
el Juzgado Segundo de lo Penal del Distrito Ju­
dicial de la ciudad de Morelia, Michoacán, y 
que el 26 de julio de 1996 el juez del conocimiento 
dictó un auto negando la orden de aprehensión 
solicitada en contra del señor Eduardo Florenti­
no Ramírez Villalón. Es decir, la institución en 
comentó entregó el certificado dos años 10 meses 
después de que se solicitó y, además, hizo cons­
tar información errónea al señalar que la averi­
guación previa antes citada estaba en trámite, lo 
que permite inferir que no tienen actualizada la 
información con que cuentan. 

i) En el oficio por medio del cual se dio respues­
ta a la solicitud de información realizada por 
esta Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, se indicó que el documento expedido por la 
Procuraduría General de Justicia del estado es 
completamente distinto en fundamento y com­
petencia de lo que establece la Ley de Ejecución 
de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Li­
bertad del estado, ya que corresponde a la Direc­
ción de Prevención y Readaptación Social, por 
medio del Servicio de Identificación Judicial, ex­
pedirlo. Sin embargo, este argumento no puede 
aceptarse para justificar que en el documento 
expedido se hayan señalado datos erróneos, ya 
que independientemente de que fuese compe­
tencia de una u otra instancia, lo cierto es que no se 
tienen datos fidedignos respecto de la situación 
jurídica de las personas que acuden a solicitar esos 
servicios. 

Efectivamente, la citada ley, en su artículo 12, 
establece que el Departamento de Prevención y 
Readaptación Social proveerá a la organización 
del Servicio de Identificación Judicial y a la or­
ganización y administración del Registro de los 
Internos, de acuerdo con las normas técnicas que 
se determinen; sin embargo, en dicho registro se 
inscribirán solamente aquellos internos cuya sen­
tencia hubiere causado ejecutoria, pero en ningún 
caso los procesados ni los sentenciados por deli­
to político. 

Asimismo, el artículo 350 del Código Proce­
sal Penal del Estado de Michoacán señala que la 
identificación de los procesados no tendrá otro 
objeto que el de facilitar la búsqueda de sus an­
tecedentes en el Registro, sin que en ningún caso 
pueda confeccionársele una ficha que vaya a 
engrosar expediente alguno. 

Por su parte, el artículo 13 de la Ley de Ejecución 
de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Liber­
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tad del estado de Michoacán señala que: “Los 
jueces, durante la instrucción del proceso, reca­
barán del Servicio de Identificación Judicial los 
antecedentes del procesado, mediante el proce­
dimiento que al efecto señale el departamento”. 

De lo anterior se desprende que solamente los 
procesados cuya sentencia haya causado ejecuto­
ria deberán ser registrados, no siendo el caso plan­
teado por el quejoso, en virtud de que él no tuvo 
esa calidad de procesado, ya que ni siquiera se li­
bró una orden de aprehensión en su contra, aunado 
a lo manifestado, cabe resaltar que los datos seña­
lados, esto es cuando se está en calidad de senten­
ciado, sólo podrán otorgarse a las autoridades que 
los soliciten, no a petición de un particular. 

ii) Cabe hacer la observación de que los Códigos de 
Procedimientos Penales de Aguascalientes, Cam­
peche, Estado de México, Guanajuato, Hidalgo, 
Jalisco, Morelos, Oaxaca, Querétaro, Quintana 
Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tlaxcala, 
Veracruz y Zacatecas, y el Código Federal de 
Procedimientos Penales, indican que, indefecti­
blemente, se comunicará a las dependencias co­
rrespondientes las resoluciones que pongan fin 
al proceso y que hayan causado ejecutoria, para 
que se hagan las anotaciones respectivas, mien­
tras que los códigos similares de las restantes enti­
dades federativas son omisos al respecto, como 
lo es el del estado de Michoacán, lo cual causa per­
juicio de la garantía de seguridad jurídica de la 
cual debe gozar todo gobernado, siendo el presen­
te asunto una evidencia clara toda vez que se emi­
tió un certificado de antecedentes penales con la 
simple anotación de que el individuo está rela­
cionado en la comisión del injusto penal, y sin que 
dicha información estuviera debidamente actua­
lizada. 

También se advierte que únicamente los Códi­
gos de Nuevo León y Sinaloa disponen que debe 

ordenarse de oficio la cancelación de la ficha de 
identificación cuando se dicte sentencia absolu­
toria o se decrete el sobreseimiento, mientras que 
el Código de Tamaulipas establece esta disposi­
ción sólo para el caso de que se dicte sentencia ab­
solutoria, una vez que ésta cause ejecutoria. 

Dicha situación tampoco la regula el Código 
Penal ni el de Procedimientos Penales del Esta­
do de Michoacán, porque, efectivamente, los an­
tecedentes penales deberán otorgarse una vez que 
se hubiese dictado una resolución firme que no 
admita recurso alguno, de lo contrario implicaría 
una actuación ligera e indebida y se incurriría en 
omisiones graves como las que motivaron esta 
Recomendación. 

Sin lugar a dudas, un aspecto importante que 
se encuentra incorporado sólo en los Códigos de 
Procedimientos Penales de los Estados de Gue­
rrero, Querétaro e Hidalgo, así como en el Código 
Federal de Procedimientos Penales, es la disposi­
ción de que las constancias de antecedentes pena­
les y los documentos o fichas que integran el regis­
tro únicamente serán expedidos por las oficinas 
respectivas, cuando lo requiera una autoridad 
competente o cuando los particulares lo soliciten 
por ser necesarias para ejercitar un derecho o para 
cumplir un deber legalmente previsto. 

iii) También es de señalarse que en el oficio 265/ 
99, del 8 de septiembre de 1999, el doctor Cres­
cencio Jiménez Núñez, Subsecretario de Asuntos 
Jurídicos y Agrarios de la Secretaría de Gobier­
no del estado de Michoacán, omitió dar respues­
ta a este Organismo Nacional en los términos so­
licitados, ya que no informó el motivo por el cual 
la jefatura del Departamento de Archivo y Ofi­
cialía de Partes de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Michoacán no tiene la in­
formación actualizada sobre la situación jurídi­
ca de las personas, ni se recibió informe alguno 
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sobre el hecho de que por su conducto se hubie­
ra notificado el contenido de la presente queja a 
los servidores públicos involucrados en los he­
chos que nos ocupan , especialmente al señor José 
Luis Miranda Quiroz, para que manifestara lo 
que a su Derecho conviniera, a pesar de que así 
fue solicitado por este Organismo Nacional en el 
oficio 25426, dirigido al titular del Poder Ejecu­
tivo del Estado de Michoacán. 

c) Las irregularidades y omisiones referidas con­
travienen lo dispuesto en los artículos 8o., de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, y 44 de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos del Estado de Michoa­
cán, y que pueden actualizar el contenido del ar­
tículo 185, fracción X, del Código Penal para el 
Estado de Michoacán. Dichos preceptos legales 
establecen: 

—Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos: 

Artículo 8o. Los funcionarios y empleados 
públicos respetarán el ejercicio del derecho de 
petición, siempre que ésta se formule por es­
crito, de manera pacífica y respetuosa; pero 
en materia política sólo podrán hacer uso de 
ese derecho los ciudadanos de la República. 

A toda petición deberá recaer un acuerdo es­
crito de la autoridad a quien se haya dirigido, 
la cual tiene obligación de hacerlo conocer 
en breve término al peticionario. 

—Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado de Michoacán: 

Artículo 44. Los servidores públicos tendrán 
las siguientes obligaciones para salvaguar­
dar la legalidad, honradez, imparcialidad y 
eficiencia que deben de observar en el desem­

peño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo 
incumplimiento dará lugar a que se les apli­
quen las sanciones que correspondan, según 
la naturaleza de la infracción en que incurran 
y sin perjuicio de sus derechos laborales pre­
vistos en la Ley de los Trabajadores al Servi­
cio del Estado de Michoacán de Ocampo y 
sus Municipios: 

I. Cumplir con diligencia el servicio que les 
sea encomendado y abstenerse de actos u 
omisiones que causen la suspensión o defi­
ciencia de dichos servicios o que impliquen 
abuso o ejercicio indebido en su empleo, car­
go o comisión; 

[...] 

XXI. Abstenerse de cualquier acto u omisión 
que implique incumplimiento de cualquier 
disposición jurídica relacionada con el ser­
vicio público. 

—Código Penal para el Estado de Michoacán: 

Artículo 185. Comete el delito de abuso de 
autoridad todo funcionario público, agente de 
gobierno o sus comisionados, sea cual fuere 
su categoría cuando: 

[...] 

X. Indebidamente retarden o nieguen a los 
particulares la protección o servicio que ten­
gan obligación de otorgarles, o impidan la 
presentación o el curso de una solicitud. 

Por lo expuesto, este Organismo Nacional ha 
evidenciado que se violentaron los Derechos Hu­
manos del señor Eduardo Florentino Ramírez 
Villalón, en relación con el derecho a la legalidad 
y a la seguridad jurídica, en virtud de que servidores 
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del Gobierno del estado de Michoacán incurrie­
ron en la negativa de derecho de petición y por el 
deficiente servicio prestado al expedir documen­
tos que no contienen información fidedigna. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
petuosamente a usted, Gobernador del estado 
de Michoacán, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva enviar sus instrucciones a quien 
corresponda a efecto de que se inicie un procedi­
miento administrativo de investigación para de­
terminar la responsabilidad administrativa en que 
incurrieron los servidores públicos que omitieron 
atender oportunamente la solicitud del señor Eduar­
do Florentino Ramírez Villalón, y, de ser el caso, se 
les sancione conforme a Derecho proceda. 

SEGUNDA. Se sirva instruir a quien correspon­
da a fin de que se tomen las medidas necesarias 
para distinguir con claridad los antecedentes ad­
ministrativos de los antecedentes penales, así 
como para organizar la actualización de los mis­
mos, y, de ser necesario, se hagan las propuestas 
de reformas legales procedentes. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer 
una declaración respecto de una conducta irre­
gular por parte de servidores públicos en el ejer­
cicio de las facultades que expresamente les con­
fiere la ley como de obtener la investigación que 
proceda por parte de las dependencias adminis­
trativas o cualesquiera otras autoridades competen­
tes para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 

las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad cometida. 

Las Recomendaciones de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos no pretenden, en 
modo alguno, desacreditar a las instituciones ni 
constituyen una afrenta o agravio a las mismas 
o a sus titulares, sino que, por el contrario, deben 
ser concebidas como un instrumento indispen­
sable en las sociedades democráticas y los Esta­
dos de Derecho para lograr su fortalecimiento a 
través de la legitimidad que con su cumplimien­
to adquieren autoridades y servidores públicos 
ante la sociedad. Dicha legitimidad se fortale­
cerá de manera progresiva cada vez que se logra 
que aquéllas y éstos sometan su actuación a las 
normas jurídicas y a los criterios de justicia que 
conllevan el respeto a los Derechos Humanos. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo se­
gundo, de la Ley de la Comisión Nacional de De­
rechos Humanos, solicito a usted que la respues­
ta sobre la aceptación de esta Recomendación, en 
su caso, nos sea informada dentro del término de 
15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento 
jurídico, solicito a usted que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación que se le dirige se envíen a esta Comisión 
Nacional dentro de un término de 15 días hábiles 
siguientes a la fecha en que haya concluido el pla­
zo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a 
que se interprete que la presente Recomendación 
no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional que­
dará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente,
 
La Presidenta de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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Recomendación 104/99
 

Síntesis: El 21 de enero de 1999 este Organismo Nacional recibió un escrito mediante el cual las 
señoras Delfina Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso interpusieron un recurso de impugnación 
en contra del incumplimiento de la opinión y propuesta 171/98, emitida por la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero. En el escrito de referencia, las personas mencio­
nadas expresaron como agravio que el 22 de septiembre de 1998 la Comisión Local, dentro del ex­
pediente CRTC/CODDEHUM/017/98/1, emitió la opinión y propuesta 171/98, por medio de la cual 
se le propuso al Presidente Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, dar cumplimiento en sus 
términos al laudo del Tribunal de Conciliación y Arbitraje de esa entidad, en el que se le ordena 
indemnizar a las quejosas; sin embargo, la autoridad involucrada no aceptó esta circunstancia por­
que, desde su punto de vista, el Organismo Local de protección de los Derechos Humanos es incom­
petente para conocer de asuntos laborales. Lo anterior dio origen al expediente CNDH/122/99/ 
GRO/I.18. 

Del análisis de la documentación remitida, así como de las constancias que obran en el expediente 
CRTC/CODDEHUM/017/98/1, este Organismo Nacional comprobó actitudes negligentes en la presta­
ción de la función pública, por lo que se concluye que se acreditaron actos violatorios a los Derechos 
Humanos de las recurrentes, consistentes en la transgresión de lo dispuesto por el artículo 46, frac­
ciones I y XXI, de la Ley de Servidores Públicos del Estado de Guerrero. Con base en lo señalado, esta 
Comisión Nacional llegó a la conclusión de que el Presidente Municipal de Cutzamala de Pinzón 
violó los derechos individuales en relación con el derecho a la legalidad y seguridad jurídica; asimis­
mo, realizó actos y faltas contra el debido funcionamiento de la administración pública, específica­
mente en la prestación indebida del servicio público al negarse a cumplir el contenido del laudo del 
7 de abril de 1997, dictado por el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Guerrero, y con 
ello a pagar $9,776.00 a la señora Delfina Macedo Duarte y $8,619.00 a la señora Violeta Yáñez Cardo-
so. Por ello, el 12 de noviembre de 1999 este Organismo Nacional emitió la Recomendación 104/99, 
dirigida a los integrantes del H. Ayuntamiento Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, con la 
finalidad de que en sesión de Cabildo se sirvan acordar lo necesario para que a la brevedad posible 
el Presidente de ese H. Ayuntamiento realice las acciones conducentes a fin de dar cumplimiento al 
laudo mencionado y liquidar los montos que corresponden a las quejosas; al Presidente del H. Con­
greso del Estado de Guerrero se le recomendó, no en calidad de autoridad responsable de la viola­
ción a los Derechos Humanos sino en colaboración con la presente Recomendación, que instruya a 
quien corresponda a efecto de que se inicie un procedimiento administrativo de investigación en 
contra del señor Esteban Julián Mireles, Presidente Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, 
por la conducta omisa en que incurrió al no acatar lo ordenado por el Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje de ese estado. 
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México, D.F., 12 de noviembre de 1999 

Caso del recurso de impugnación 
de las señoras Delfina Macedo Duarte 
y Violeta Yáñez Cardoso 

Lic. Héctor Astudillo Flores, 
Presidente del H. Congreso 
del Estado de Guerrero, 
Chilpancingo, Gro.; 

H. Ayuntamiento del Municipio 
de Cutzamala de Pinzón, Gro. 

Muy distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 6o., frac­
ción IV; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55; 
61; 62; 63; 65, y 66, de la Ley de la Comisión Na­
cional de Derechos Humanos, ha examinado los 
elementos contenidos en el expediente CNDH/ 
122/99/GRO/I.18, relacionados con el recurso 
de impugnación de las señoras Delfina Macedo 
Duarte y Violeta Yáñez Cardoso, y vistos los si­
guientes: 

I. HECHOS 

A. El 21 de enero de 1999, por medio del oficio 
05/99, la Comisión de Defensa de los Derechos 
Humanos del Estado de Guerrero remitió a esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
el expediente de queja CRTC/CODDEHUM/ 
017/98/I, que contiene el escrito mediante el cual 
las señoras Delfina Macedo Duarte y Violeta 
Yáñez Cardoso presentaron un recurso de im­
pugnación en contra de la no aceptación de la 
opinión y propuesta 171/98, emitida el 2 de sep­

tiembre de 1998 por s Organismo Local pro­
tector de los Derechos Humanos, dirigida al se­
ñor Esteban Julián Mireles, Presidente Munici­
pal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero. 

B. Una vez valorados los requisitos de proce­
dibilidad del recurso de impugnación, fue admi­
tido y radico con el número de expediente 
CNDH/122/99/GRO/I.18, y durante el procedi­
miento de integración este Organismo Nacional 
solicitó, mediante el oficio CAP/PI/00003939, 
del 19 de febrero de 1999, al señor Esteban Julián 
Mireles, Presidente Municipal de Cutzamala de 
Pinzón, un informe sobre los hechos reclamados 
por las recurrentes. 

Por medio del diverso 572, del 22 de marzo 
del año citado, dicha autoridad dio contestación 
a la petición formulada. 

C. Del análisis de las constancias que obran en 
los autos del expediente CNDH/122/99/GRO/ 
I.18, se desprende lo siguiente: 

i) El 16 de junio de 1998 las señoras Delfina 
Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso presen­
taron un escrito de queja ante la Coordinación 
Regional en Tierra Caliente de la Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
de Guerrero, por presuntas violaciones a sus Dere­
chos Humanos, cometidas por el licenciado Este­
ban Julián Mireles, Presidente Municipal de Cut­
zamala de Pinzón. 

En dicho escrito las quejosas expresaron que 
durante el periodo de 1993 hasta diciembre de 
1996 fueron empleadas del H. Ayuntamiento 
Constitucional de Cutzamala de Pinzón; que 
hubo cambio de administración y nombraron 
como titular de dicho Ayuntamiento al señor Es­
teban Julián Mireles, quien sin causa justificada 
las despidió de su centro de labores. No obstan­
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te lo anterior, trataron de llegar a una concilia­
ción con la autoridad a fin de que se les indem­
nizara o reinstalara en sus funciones, situación 
que no ocurrió, por lo que interpusieron una de­
manda ante el Tribunal de Conciliación y Arbi­
traje del Estado de Guerrero, la cual se radicó 
con el expediente 10/997. 

Concluido el procedimiento de ley, se dictó un 
laudo el 7 de abril de 1997, en el que se condenó 
a la autoridad municipal responsable al pago de 
$20,160.52 (Veinte mil ciento sesenta pesos 52/ 
100 M.N.) para ambas demandantes, pro con­
cepto de indemnización, quedando a salvo los sa­
larios caídos, cantidad de la cual el citado Ayun­
tamiento sólo ha pagado $7,000.00 (Siete mil 
pesos 00/100 M.N.) a cada una, faltando por cu­
brir a la señora Delfina Macedo Duarte $9,776.00 
(Nueve mil setecientos setenta y seis pesos 00/ 
100 M.N.) y a la señora Violeta Yáñez Cardoso 
$8,619.00 (Ocho mil seiscientos diecinueve pe­
sos 00/100 M.N.), cuantía realizada hasta el 17 
de noviembre de 1997. 

A su escrito de queja anexaron una copia cer­
tificada del expediente laboral 10/997, dentro del 
cual obran las siguientes actuaciones: 

—El 20 de enero de 1997 las señoras Delfina Ma­
cedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso demanda­
ron ante el Tribunal de Conciliación y Arbitraje 
del estado al H. Ayuntamiento Municipal de Cut­
zamala de Pinzón por el despido injustificado del 
que fueron objeto. 

—El 7 de abril de 1997 el tribunal laboral tuvo por 
acreditadas las pretensiones principal y acce­
sorias de las accionantes, condenó al Ayun­
tamiento de Cutzamala de Pinzón al pago de 
$20,160.52 (Veinte mil ciento sesenta pesos 52/ 
100 M.N.), como monto de las prestaciones adeu­
dadas a ambas promoventes, quedando a salvo 

los salarios caídos hasta el cumplimiento del 
laudo. 

—El 19 de mayo de 1997 las entonces actoras pro­
movieron la ejecución del laudo en comento. 

—El 26 de junio de 1997, mediante una cédula 
actuarial, se requirió al señor Esteban Julián Mi­
reles, Presidente Municipal de Cutzamala de Pin­
zón, el cumplimiento del laudo del 7 de abril del 
año en cita. 

—El 1 de julio de 1997 el Tribunal de Concilia­
ción y Arbitraje del estado dictó un acuerdo en el 
que tuvo por no cumplido el laudo de referencia, 
por lo que se hizo efectivo el apercibimiento del 
17 de junio del año mencionado y se fijó una mul­
ta de mil pesos. 

—El 3 de julio de 1997 el tribunal de la causa di­
rigió al licenciado Manuel Añorve Baños, Secre­
tario de Finanzas y Administración del Gobierno 
del estado de Guerrero, el oficio 324, requiriéndo­
le el cumplimiento del acuerdo del 1 de julio del 
año citado. 

—El 9 de julio de 1997 el Presidente Municipal 
compareció ante el Tribunal laboral y se compro­
metió a realizar pagos parciales concernientes al 
laudo del 7 de abril del año citado, mediante la 
consignación de los cheques 180 y 181 de la cuen­
ta 244358 de la institución crediticia Banco Me­
xicano, por la cantidad de $4,000.00 (Cuatro mil 
pesos 00/100 M.N.), respectivamente, para cada 
una de las actoras ante el Tribunal de Concilia­
ción y Arbitraje del estado, y se comprometió, ade­
más, a depositar una cantidad similar cada mes 
hasta dar total cumplimiento al referido laudo. 

—El 10 de julio de 1997 la señora Violeta Yáñez 
Cardoso compareció ante el Tribunal de Conci­
liación y Arbitraje a efecto de recoger el cheque 
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por la cantidad de $4,000.00 (Cuatro mil pesos 
00/100 M.N.) que consignó en su favor la auto­
ridad demandada, a reserva de que le fueran fi­
niquitados los salarios caídos que se hubiesen 
generado hasta su total cumplimiento. 

—El 8 de septiembre de 1997 el H. Ayuntamien­
to de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, consignó 
los cheques números 256 y 257, del 6 de septiem­
bre del año mencionado, pertenecientes a la cuen­
ta 51500244358 del Banco Santander Mexicano, 
por la cantidad de $3,000.00, respectivamente, en 
favor de cada una de las demandantes, como se­
gundo pago a efecto de cumplimentar el laudo del 
7 de abril de 1997. 

—El 23 de septiembre de 1997 se dictó un acuerdo 
en el que se tuvo por recibido el escrito del 21 de 
julio del año citado, en el que constó que la señora 
Delfina Macedo Duarte recibió un cheque por la 
cantidad de $4,000.00 (Cuatro mil pesos 00/100 
M.N.), como primer pago parcial de las prestacio­
nes que le adeudaba el Ayuntamiento de Cutza­
mala de Pinzón. 

—El 23 de septiembre de 1997 las actoras soli­
citaron al H. Tribunal de Conciliación y Arbi­
traje del estado la certificación legal del monto 
del adeudo por parte del Ayuntamiento de Cut­
zamala de Pinzón, de acuerdo con lo estipulado 
en el laudo del 7 de abril del año mencionado y 
los salarios vencidos hasta su total cumplimiento. 

—El 17 de noviembre de 1997 el citado Tribunal 
dictó un acuerdo en el que se apuntó que a la se­
ñora Delfina Macedo Duarte se le adeuda un total 
de $9,776.60 (Nueve mil setecientos setenta y 
seis pesos 60/100 M.N.) y a la señora Violeta Yá­
ñez Cardoso la cantidad de $8,619.92 (Ocho 
mil seiscientos diecinueve pesos 92/100 M.N.), 
más los salarios caídos que siguieran devengan­
do a partir de esa fecha hasta su total cumplimien­

to. De igual forma, se ordenó dar vista a la auto­
ridad demandada a fin de que en un término de 
tres días hábiles más otro, indicara si había efec­
tuado pagos posteriores a las demandantes. 

—El 19 de diciembre de 1997 se remitió el oficio 
109, mediante el cual el Juez de Paz del Distrito 
Judicial de Mina de Cutzamala de Pinzón devol­
vió al tribunal de la causa el exhorto 201/997 di­
ligenciado, al que le recayó un acuerdo el 6 de ene­
ro de 1998. 

ii) El 16 de junio del año próximo pasado, el Or­
ganismo Local radicó la queja con el expediente 
CRTC/CODDEHUM/017/98/I, y mediante el ofi­
cio 064 solicitó al Presidente Municipal de Cut­
zamala de Pinzón un informe respecto de los he­
chos materia de la queja. 

iii) En respuesta, el 23 de junio de 1998, por me­
dio del oficio 360, la autoridad responsable rindió 
el informe respectivo, señalando que el retraso del 
pago indemnizatorio a las quejosas se debía a la 
demora de las participaciones correspondientes 
a ese H. Ayuntamiento. No obstante, indicó que 
el 6 de julio del año citado entregaría el 50% de la 
cantidad adeudada a cada una de las demandan­
tes, y que en esa fecha se fijaría el plazo para fini­
quitar la indemnización. 

iv) El 8 de julio de 1998 las ahora recurrentes 
comparecieron ante el Organismo Local y mani­
festaron que el señor Esteban Julián Mireles, Pre­
sidente Municipal de Cutzamala de Pinzón, no 
había dado cumplimiento a su ofrecimiento, ya 
que el 6 de julio del año mencionado, a las 14:00 
horas, se entrevistaron con dicha autoridad, la que 
expresó que en ese momento no se encontraba el 
tesorero para que elaborara el cheque correspon­
diente; que regresaran a las 19:00 horas del día 
mencionado. No obstante que las recurrentes acu­
dieron posteriormente, no obtuvieron respuesta 
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alguna por parte de la autoridad municipal para 
recibir el pago. 

v) Una vez que el expediente de queja CRTC/ 
CODDEHUM/017/98/I fue integrado y concluido 
su estudio, el Organismo Local emitió, el 22 de sep­
tiembre de 1998, la opinión y propuesta 171/98, 
dirigida al señor Esteban Julián Mireles, Presiden­
te Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, en 
la cual expresó las siguientes consideraciones: 

[...] 

2. En razón del punto anterior, esta Comisión 
considera que el C. Esteban Julián Mireles, 
Presidente Municipal de Cutzamala de Pin­
zón, Guerrero, incurre en responsabilidad por 
incumplimiento a lo ordenado en el laudo de 
fecha 7 de abril de 1997, dictado por el Tribunal 
de Conciliación y Arbitraje del estado, en el 
expediente laboral número 10/997, consisten­
te en el pago de indemnización, por la canti­
dad de $24,788.00 a ambas actoras, quedando 
a salvo los salarios caídos, cantidad de la cual 
el H. Ayuntamiento sólo ha pagado $7,000.00 
a cada una, faltando por cubrir a la C. Delfina 
Macedo Duarte la cantidad de $9,776.00 y a 
la C. Violeta Yáñez Cardoso la cantidad de $8, 
619.00 (cuantía realizada hasta el 17 de no­
viembre de 1997). 

Por lo que con fundamento en los lineamien­
tos establecidos en los artículos 102, apartado 
B, de la Constitución General de la Repúbli­
ca, 76 bis de la Constitución Política del esta­
do y demás relativos de su ley de origen, estima 
procedente emitir y dirigir a usted la siguiente: 

Opinión y propuesta: 

Única. Se propone a usted, C. Presidente Mu­
nicipal de Cutzamala de Pinzón, Gro., con el 

respeto que se merece la autonomía munici­
pal y acorde a sus facultades legales que en 
reunión de Cabildo se plantee el presente asun­
to con los integrantes de dicho H. Ayunta­
miento, a efecto de buscar la mejor opción 
para solucionar el compromiso de pago que 
actualmente resta, ordenando en el laudo de fe­
cha ya mencionada (sic). 

vi) El 7 de octubre de 1998, mediante el oficio 
DADH/1288, el Organismo Local notificó la opi­
nión y propuesta citada al señor Esteban Julián 
Mireles, Presidente Municipal de Cutzamala de 
Pinzón, Guerrero. 

vii) En contestación, el 7 de diciembre de 1998, 
por medio del diverso 511, el señalado Presiden­
te Municipal informó a la Comisión Estatal que 
no aceptaba la opinión y propuesta 171/98, en 
virtud de que la Comisión de Defensa de los Dere­
chos Humanos del Estado de Guerrero no tiene 
competencia para conocer de asuntos de carác­
ter laboral, además que las hoy recurrentes ya 
estaban laborando en otro lugar, y que ese muni­
cipio carecía de recursos económicos para cubrir 
los pagos complementarios. 

viii) El 18 de diciembre de 1998 las quejosas in­
terpusieron un recurso de impugnación en con­
tra de la no aceptación de la opinión y propuesta 
171/98, por parte de la autoridad responsable. 

ix) El 21 de enero de 1999 en este Organismo 
Nacional se recibió el oficio 05/99, por medio 
del cual el Organismo Local remitió el recurso 
de impugnación y el expediente de queja CRTC/ 
CODDEHUM/017/98/I. 

x) El 19 de febrero de 1999, mediante el oficio 
CAP/PI00003939, esta Comisión Nacional so­
licitó al señor Esteban Julián Mireles, Presiden­
te Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerre­
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ro, un informe sobre los hechos reclamados por 
las recurrentes. 

xi) El 22 de marzo de 1999, el citado Presidente 
Municipal, por medio del diverso 572, informó 
que no aceptaba el documento de opinión y pro­
puesta, y esgrimió como razones el hecho de que 
la inconformidad planteada por las señoras Del-
fina Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso de­
bió haberse presentado en el Tribunal de Concilia­
ción y Arbitraje que conoció del asunto, o bien al 
que correspondiera, que de lo contrario se violan 
los preceptos insertos en los artículos 14, 16 y 123 
de la Constitución General de la República y el 
procedimiento laboral que para tal cometido se ha 
creado, ya que el juicio laboral no ha terminado, 
razón por la cual a las recurrentes no les asistía 
la razón y los integrantes de ese Ayuntamiento 
acordaron seguir con el proceso laboral 10/997. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

1. El expediente de queja CRTC/CODDEHUM/ 
017/98/I, iniciado por la Comisión de Defensa de 
los Derechos Humanos del Estado de Guerrero, 
en el que se destaca la siguiente información: 

i) El escrito de queja presentado por las señoras 
Delfina Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso, 
el 16 de junio de 1998, ante la Coordinación Re­
gional en Tierra Caliente de esa Comisión Local. 

ii) La copia certificada del juicio laboral 01/997. 

iii) El oficio 360, del 23 de junio de 1998, en el 
que la autoridad responsable informó a la Co­
misión Local para la Defensa de los Derechos 
Humanos que el 6 de julio del año citado entre­
garía a los actores el 50% del adeudo y que fija­

ría una fecha para, en su momento, liquidar en 
su totalidad el adeudo. 

iv) La opinión y propuesta 171/98, del 22 de sep­
tiembre de 1998, emitida por el Organismo Local, 
dentro del expediente de queja CRTC/CODDE­
HUM/017/98/I, dirigida al Presidente Municipal 
de Cutzamala de Pinzón, Guerrero. 

v) El oficio 511, del 7 de diciembre de 1998, me­
diante el cual el señor Esteban Julián Mireles in­
formó al organismo local la no aceptación de la 
opinión y propuesta señalada, argumentando que 
se trataba de un conflicto de naturaleza laboral. 

2. El escrito del 18 de diciembre de 1998, por me­
dio del cual las señoras Delfina Macedo Duarte 
y Violeta Yáñez Cardoso interpusieron el recur­
so de impugnación ante el Organismo Local, por 
la no aceptación de la opinión y propuesta 171/ 
98 por parte del Presidente Municipal de Cutza­
mala de Pinzón, Guerrero. 

3. El Oficio 572, del 22 de marzo de 1999, mediante 
el cual la autoridad señalada como responsable 
rindió el informe respectivo con el argumento de 
que se trataba de un asunto laboral, cuya inconfor­
midad debió conocer el Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 16 de junio de 1998 la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del Estado de Guerre­
ro inició el expediente CRTC/CODDEHUM/ 
017/98/I, con motivo de la queja interpuesta por 
las señoras Delfina Macedo Duarte y Violeta Yá­
ñez Cardoso, en la cual señalaron presuntas vio­
laciones a sus Derechos Humanos cometidas por 
el señor Esteban Julián Mireles, Presidente Mu­
nicipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, por el 
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insatisfactorio cumplimiento del lado dictado 
el 7 de abril de 1997 por el Tribunal de Concilia­
ción y Arbitraje del estado, en el que se le condenó 
al pago de $20,160.52 (Veinte mil ciento sesenta 
pesos 52/100 M.N.) para ambas demandantes, 
quedando a salvo los salarios caídos; no obstan­
te, a esa fecha sólo les habían entregado la canti­
dad de $7,000.00 (Siete mil pesos 00/100 M.N.) a 
cada una de ellas. 

El 23 de septiembre de 1997 las recurrentes so­
licitaron al H. Tribunal de Conciliación y Arbi­
traje del estado la certificación legal del monto del 
adeudo por parte del Ayuntamiento de Cutza­
mala de Pinzón, de acuerdo con lo estipulado en el 
laudo del 7 de abril del año citado y los salarios ven­
cidos hasta su total cumplimiento. 

El 17 de noviembre de 1997 el citado Tribu­
nal dictó un acuerdo en el que se apuntó que a la 
señora Delfina Macedo Duarte se le adeuda un 
total de $9,776.60 (Nueve mil setecientos setenta 
y seis pesos 60/100 M.N.) y a la señora Violeta 
Yáñez Cardoso la cantidad de $8,619.92 (Ocho 
mil seiscientos diecinueve pesos 92/100 M.N.), 
más los salarios caídos que siguieran deven­
gando a partir de esa fecha hasta su total cum­
plimiento. 

El 22 de septiembre de 1998 el Organismo Lo­
cal dirigió la opinión y propuesta 171/98 al señor 
Esteban Julián Mireles, Presidente Municipal 
de Cutzamala de Pinzón, en el sentido de que, en 
reunión de Cabildo, se planteara el asunto en cues­
tión a los integrantes de dicho Ayuntamiento, a 
fin de buscar la mejor opción para solucionar el 
compromiso del pago que restaba efectuar a dicha 
autoridad, de acuerdo con lo ordenado en el laudo 
del 7 de abril de 1997. 

El 7 de diciembre del año mencionado, la au­
toridad presunta responsable comunicó a la Co­

misión Local la no aceptación de dicha Opinión 
y propuesta, argumentando que ese Organismo 
Local no era competente en asuntos de carácter 
laboral. 

Ante tal situación, el 18 de diciembre de 1998 
las ahora recurrentes interpusieron el recurso de 
impugnación que se resuelve. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de las constancias y de las eviden­
cias que integran el recurso de mérito, este Orga­
nismo Nacional observa que el agravio hecho va­
les por las recurrentes está fundamentado, toda 
vez que sí se acreditó la violación a sus Derechos 
Humanos por parte del señor Esteban Julián 
Mireles, Presidente Municipal de Cutzamala de 
Pinzón, Guerrero, al negarse a dar cumplimien­
to al laudo emitido el 7 de abril de 1997 por el Tri­
bunal de Conciliación y Arbitraje de dicha enti­
dad federativa, en el que se ordenó el pago de la 
cantidad de $20,160.52 (Veinte mil ciento se­
senta pesos 52/100 M.N.) a las señoras Delfina 
Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso, por con­
cepto de prestaciones adeudadas, quedando a 
salvo los salarios caídos hasta el total cumpli­
miento del mismo, ya que éstas fueron despedidas 
de su centro laboral sin justificación alguna. 

a) La opinión y propuesta 171/98, emitida por 
la Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos del Estado de Guerrero el 22 de septiembre 
de 1998, dirigida al señor Esteban Julián Mire-
les, Presidente Municipal de Cutzamala de Pin­
zón, Guerrero, no fue aceptada según se colige del 
oficio 511, del 7 de diciembre de 1997, dirigido al 
licenciado Hipólito Lugo Cortés, Secretario Eje­
cutivo del Organismo Local para la defensa de 
los Derechos Humanos, no obstante que dicha 
opinión y propuesta tuvo su sustento en el insa­
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tisfactorio cumplimiento del laudo dictado den­
tro del expediente laboral 10/997, el 7 de abril de 
1997, por el Tribunal de Conciliación y Arbitra­
je del Estado de Guerrero. 

i) De las constancias que obran en el citado ex­
pediente laboral se observa que el 26 de junio de 
1997 el Tribunal aludido requirió a dicho Ayun­
tamiento el cumplimiento del laudo señalado, 
sin que éste se llevara a cabo; sin embargo, el 9 
de julio de 1997, el señor Esteban Julián Mire-
les, titular de la referida Presidencia Municipal, 
compareció ante el tribunal de la causa y depo­
sitó los cheques 180 y 181, librados en contra de 
la institución de crédito Banco Mexicano, por la 
cantidad de $4,000.00 (Cuatro mil pesos 00/100 
M.N.), en favor de cada una de las actoras, com­
prometiéndose a entregar una cantidad similar 
cada mes hasta la extinción de la deuda. 

A fin de cumplimentar lo estipulado en la re­
solución laboral en comento, el 8 de septiembre 
del año citado la autoridad demandada depositó 
los cheques 256 y 257 a cargo del Banco San­
tander por el monto de $3,000.00 (Tres mil pesos 
00/100 M.N.) cada uno, para cada demandante. 

Así, de los autos se desprende que aun cuan­
do en un inicio la autoridad presunta responsa­
ble parecía tener la voluntad de cumplimentar el 
laudo señalado, al pagar $7,000.00 (Siete mil 
pesos 00/100 M.N.) a cada una de las actoras, a 
la fecha de la emisión del presente documento 
recomendatorio la determinación de la autori­
dad laboral no ha sido acatada, ya que dicha can­
tidad no cubrió el monto del numerario a que fue 
condenada, razón por la cual la Comisión de De­
fensa de los Derechos Humanos del Estado de 
Guerrero dictó la opinión y propuesta 171/98, di­
rigida al señor Esteban Julián Mireles, Presiden­
te Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, 
en la que, respetando la autonomía de ese muni­

cipio, y de acuerdo con las facultades legales del 
mismo, le sugirió que en reunión de Cabildo plan­
teara la problemática subsistente y buscara la 
mejor opción para la liquidación del adeudo res­
tante, de acuerdo con el contenido del laudo de 
mérito. 

ii) No obstante que el 19 de julio de 1997 el se­
ñor Esteban Julián Mireles, Presidente Munici­
pal de Cutzamala de Pinzón, se comprometió a 
liquidar el total de la cantidad a que fue conde­
nado, a la fecha en que se emite la presente Reco­
mendación la autoridad responsable no aceptó 
el documento emitido por el Organismo Local, 
argumentando que la Comisión Estatal para la 
defensa de los Derechos Humanos no es compe­
tente, en virtud de que la problemática plantea­
da trata de un asunto de naturaleza laboral. 

Por otro lado, refirió que dicho Ayuntamien­
to carece de los recursos económicos para dar 
cumplimiento a la resolución laboral en comen­
to, cuando en el informe rendido el 23 de junio de 
1998 el Organismo Local señaló que el 6 de ju­
lio del año mencionado entregaría el 50% de la 
cantidad adeudada a cada una de las atoras y 
que fijaría un plazo para finiquitar la indemni­
zación correspondiente. 

iii) Al respecto, es menester acotar que si bien es 
cierto que el presente asunto emana de un conflic­
to laboral en razón de que lo que inició el juicio 
respectivo fue el despido injustificado de que 
fueron objeto las actoras Delfina Macedo Duar­
te y Violeta Yáñez Cardoso, y que tal acción se 
acreditó en su momento procesal oportuno, como 
lo establece el laudo del 7 de abril de 1997, amén 
de que en su momento la Presidencia Municipal 
tácitamente aceptó, al haber hecho erogaciones 
por las cantidades arriba indicadas, también lo 
es que en el cuerpo del documento de opinión y 
propuesta no se aludió al fondo de la controver­
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sia, sino que se centró en una cuestión de carác­
ter administrativo, como lo es el incumplimiento 
del laudo emitido por el Tribunal de Concilia­
ción y Arbitraje del estado, instancia que en su 
momento valoró las constancias que integraron 
el juicio laboral 10/997 y determinó su resolución. 

iv) Por lo expuesto, es infundado el razonamien­
to vertido por la autoridad responsable al tratar 
de desconocer la competencia de la Comisión 
Local protectora de los Derechos Humanos, ya 
que el artículo 13 del Reglamento Interno de la 
Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos del Estado de Guerrero prevé: 

La competencia de la Comisión queda esta­
blecida en los términos dispuestos por el apar­
tado B del artículo 102 de la Constitución Po­
lítica mexicana, y en los artículos 8o. y 9o. de 
la Ley que le dio origen: en consecuencia ten­
drá competencia en todo el territorio del estado 
para conocer de quejas relacionadas con pre­
suntas violaciones a los Derechos Humanos, 
cuando éstas sean imputadas a autoridades o 
servidores públicos del estado o municipales, 
con los casos de excepción que la misma ley 
establece. 

Asimismo, el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece: 

Artículo 102. 

[...] 

B) El Congreso de la Unión y las legislaturas 
de los estados, en el ámbito de sus respecti­
vas competencias, establecerán organismos de 
protección de los Derechos Humanos que otor­
ga el orden jurídico mexicano, los que conoce­
rán de las quejas en contra de actos u omisiones 

de naturaleza administrativa provenientes de 
cualquier autoridad o servidor público, con 
excepción de los del Poder Judicial de la Fede­
ración, que violen estos derechos. 

Estos organismos no serán competentes tra­
tándose de asuntos electorales, laborales y ju­
risdiccionales... 

Al respecto, cabe hacer una aclaración respecto 
de que los Organismos para la defensa de los 
Derechos Humanos no tienen competencia para 
intervenir en asunto de carácter laboral, pues es 
preciso delimitar el alcance del citado concepto. 

El artículo 8o. del Reglamento Interno de la 
Comisión Local para la defensa de los Derechos 
Humanos dispone la supletoriedad de la ley en 
los casos no previstos por la misma, y en el pre­
sente caso se surte la hipótesis en la interpre­
tación de qué se debe entender por asuntos de 
naturaleza laboral. En razón de lo expuesto, el 
Reglamento Interno de la Ley de la Comisión Na­
cional de Derechos Humanos, en el numeral 20, 
enuncia: 

Para efecto de lo dispuesto en el artículo 7o., 
fracción III, de la Ley, se entiende por conflic­
tos laborales los suscitados entre un patrón y 
uno o más trabajadores, incluso cuando el pa­
trón sea una autoridad o dependencia fede­
ral, estatal o municipal. 

Del texto transcrito se infiere que el Organis­
mo Local en ningún momento se pronunció res­
pecto de la controversia laboral suscitada entre 
los demandantes y la autoridad demandada, es 
decir, si existió o no un despido injustificado, ya 
que dicha controversia se siguió ante la autoridad 
facultada para ello, como lo es el Tribunal de Con­
ciliación y Arbitraje del Estado de Guerrero, el 
cual, una vez que se allegó de los elementos su­
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ficientes y valoró las constancias que obraban 
en el juicio de mérito, resolvió conforme a Dere­
cho lo conducente. 

v) A mayor abundamiento, es menester apuntar 
que el incumplimiento de un laudo es considera­
do como una omisión de naturaleza administra­
tiva cuando la misma es imputable a una autori­
dad o servidor público destinatario del mismo, y 
la intervención de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos al conocer de dicho incum­
plimiento no invade esferas de otros poderes, en 
este caso el jurisdiccional, ya que en el fondo del 
asunto se resolvió en su momento y la ejecución 
de un lado tiene, como ya se mencionó, el carác­
ter de administrativo. 

b) Por otra parte, en cuanto a que ese municipio no 
cuenta con recursos financieros suficientes para 
poder indemnizar en forma total a las actoras, el 
Presidente Municipal de Cutzamala de Pinzón no 
allegó elementos suficientes que acreditaran su 
dicho, ni ello sería causa o razón legal para eludir 
la responsabilidad de efectuar el pago a que fue 
condenado por la autoridad laboral; además, des­
de el 8 de septiembre de 997, en que la citada au­
toridad consignó ante el tribunal de la causa el úl­
timo pago parcial de $3,000.00 (Tres mil pesos 
00/100 M.N.) a cada actora, a la fecha han trans­
currido más de dos años sin que dicha autoridad 
hubiese acatado la opinión y propuesta, a efecto 
de que en reunión de Cabildo se determinara cómo 
cumplir la resolución laboral, lo cual ha generado 
la impunidad de dicho servidor público y, en con­
secuencia, se continúa lesionando los Derechos 
Humanos de las agraviadas. 

i) Los argumentos expuestos con antelación sus­
tentan el hecho de que con las faltas cometidas 
el Presidente Municipal de Cutzamala de Pin­
zón infringió el artículo 46, fracciones I y XXI, 
de la Ley de Servidores Públicos del Estado de 

Guerrero, razón por la cual se le debe iniciar el 
procedimiento administrativo correspondiente. 
El referido numeral señala lo siguiente: 

Artículo 46. Todo servidor público tendrá las 
siguientes obligaciones para salvaguardar la 
lealtad, honradez, legalidad, imparcialidad y 
eficiencia que deben ser observadas en el de­
sempeño de su empleo, cargo o comisión. 

I. Cumplir con la máxima diligencia el servi­
cio que le sea encomendado y abstenerse de 
cualquier acto u omisión que cause la suspen­
sión o deficiencia del servicio o implique abuso 
o ejercicio indebido de un empleo, cargo o co­
misión; 

[...] 

XXI. Abstenerse de cualquier acto u omisión 
que implique incumplimiento de cualquier 
disposición jurídica relacionada con el servi­
cio público. 

ii) Esta Comisión Nacional considera que el Con­
greso del Estado de Guerrero es el órgano de repre­
sentación popular competente para determinar la 
responsabilidad en que incurrió el Presidente 
Municipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, de 
acuerdo con lo estipulado en el artículo 115 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, independientemente de la autonomía polí­
tica de que gozan los municipios, ya que la conducta 
observada por el titular de la referida Presiden­
cia Municipal no puede continuar impune, pues de 
lo contrario se violentaría el Estado de Derecho. 

En este sentido, la Ley de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero 
establece en sus artículos 110, y 111, fracción 
III, las responsabilidades en que incurrió el re­
ferido Presidente Municipal: 
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Artículo 110. Para los efectos de las respon­
sabilidades a que alude este título se reputarán 
como servidores públicos a los representantes 
de elección popular, a los miembros del Poder 
Judicial, a los funcionarios y empleados y, 
en genera, a toda persona que desempeñe un 
empleo, cargo o comisión de cualquier na­
turaleza en la Administración Pública esta­
tal o municipal, quienes serán responsables 
por los actos u omisiones en que incurran en 
el desempeño de sus respectivas funciones. 

Artículo 111 [...] 

III. Se aplicarán sanciones administrativas a 
los servidores públicos por los actos u omisio­
nes que afecten la legalidad, honradez, leal­
tad, imparcialidad y eficiencia que deban ob­
servar en el desempeño de sus empleos, cargos 
o comisiones. 

[...] 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta res­
ponsabilidad y mediante la presentación de 
elementos de prueba, podrá formular denun­
cia ante el Congreso del estado respecto de las 
conductas a las que se refiere el presente ar­
tículo. 

iii) Por lo expuesto, es de destacarse que sí se 
surte la competencia del Congreso del Estado de 
Guerrero a fin de efectuar las gestiones perti­
nentes y viables en cuanto a la determinación de 
la responsabilidad administrativa en que pudo 
haber incurrido el señor Esteban Julián Mire-
les, Presidente Municipal de Cutzamala de Pin­
zón, ya que si bien es cierto que, de acuerdo con lo 
inserto en el artículo 115 de la Constitución Políti­
ca de los Estados Unidos Mexicanos, los munici­
pios gozan de autonomía política, lo que significa 
que no se encuentren en un estado de subordina­

ción respecto del Congreso del estado, de igual for­
ma debe acotarse que dicha autonomía no debe 
traducirse como un estado de impunidad en favor 
de los integrantes de ese Ayuntamiento, en con­
creto del Presidente Municipal involucrado, por 
acciones u omisiones que le sean atribuibles y que 
materialicen alguna hipótesis constitucional de 
responsabilidad administrativa. 

De los razonamientos y preceptos que ante­
ceden se infiere que la actuación omisiva del ser­
vidor público respecto del acto reclamado por las 
recurrentes violentó los Derechos Humanos de 
éstas, observándose la falta de voluntad admi­
nistrativa y política para dar cumplimiento a la 
opinión y propuesta emitida por el Organismo Lo­
cal protector de los Derechos Humanos. 

iv) Igualmente, para esta Comisión Nacional no 
pasa inadvertido que aun cuando el tribunal la­
boral en un inicio efectuó acciones para dar cum­
plimiento al laudo que dictó el 7 de abril de 1997, 
dejó que transcurrieran lapso prolongados sin 
actuar, lo cual ocasionó que a la fecha la autori­
dad responsable no haya dado cumplimiento ca­
bal al mismo, por lo que es pertinente mencionar 
que es obligación de los tribunales nacionales pro­
veer, conforme a la ley, lo necesario para que las 
determinaciones que emitan sean cumplimen­
tadas con el principio de seguridad jurídica. 

Con base en lo señalado, esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos considera que se 
han violado los derechos individuales, en rela­
ción con el derecho a la legalidad y seguridad ju­
rídica, así como actos y faltas contra el debido 
funcionamiento de la administración pública y, 
específicamente, por prestación indebida del ser­
vicio pública, en contra de las señoras Delfina 
Macedo Duarte y Violeta Yáñez Cardoso, por 
parte del Presidente Municipal de Cutzamala de 
Pinzón, Guerrero. 
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En consecuencia, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos remite respetuosamente 
a ustedes, señores integrantes del H. Ayuntamien­
to de Cutzamala de Pinzón, Guerrero, en su cali­
dad de autoridad responsable, y a usted, Presiden­
te del H. Congreso del Estado de Guerrero, no con 
el carácter de autoridad responsable de violación 
a los Derechos Humanos, sino en colaboración, 
las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A ustedes, integrantes del H. Ayuntamiento Mu­
nicipal de Cutzamala de Pinzón, Guerrero: 

PRIMERA. Se sirvan acordar en sesión de Cabil­
do, a la brevedad posible, lo necesario para que 
el Presidente de ese Ayuntamiento realice las 
acciones conducentes para cumplimentar en sus 
términos la resolución laboral del 7 de abril de 
1997, dictada por el Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje del Estado de Guerrero, y, en su caso, 
implante una partida a fin de que se liquide el 
adeudo total de las actoras. 

A usted, Presidente del Congreso del Estado de 
Guerrero: 

SEGUNDA. Se sirva instruir a quien correspon­
da a efecto de que se inicie un procedimiento ad­
ministrativo de investigación en contra del señor 
Esteban Julián Mireles, Presidente Municipal de 
Cutzamala de Pinzón, Guerrero, por la conducta 
omisiva en que incurrió para dar cumplimiento 
al laudo dictado el 7 de abril de 1997, por el Tri­
bunal de Conciliación y Arbitraje de esa entidad 
federativa. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­

xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competen­
tes para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsanen las irre­
gularidades de que se trata. 

Las Recomendaciones de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos no pretenden, en 
modo alguno, desacreditar a las instituciones ni 
constituyen una afrenta o agravio a las mismas 
o a sus titulares, sino que, por el contrario, deben 
ser concebidas como instrumentos indispensa­
bles en las sociedades democráticas y en los Es­
tados de Derecho para lograr su fortalecimiento 
a través de la legitimidad que con su cumplimien­
to adquieren autoridades y servidores públicos 
ante la sociedad. Dicha legitimidad se fortale­
cerá de manera progresiva cada vez que se logre 
que aquéllas y éstos sometan su actuación a la 
norma jurídica y a los criterios de justicia que con­
llevan el respeto a los Derechos Humanos. 

De conformidad con el artículo 46, párra­
fo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, solicito a ustedes que la 
respuesta sobre la aceptación de esta Recomen­
dación, en su caso, nos sea remitida dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a esta no­
tificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo funda­
mento jurídico, solicito a ustedes que, en su caso, 
las pruebas correspondientes al cumplimiento 
de la Recomendación se envíen a esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos dentro de 
un término de 15 días hábiles siguientes a la fe­
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cha en que haya concluido el plazo para infor­
mar sobre el cumplimiento de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomendación 
no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos quedará en libertad de 
hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente,
 
La Presidenta de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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